La Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas en Colombia y El Compliance by Ospina Martínez, Mateo
LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LAS PERSONAS JURÍDICAS EN COLOMBIA Y EL 
COMPLIANCE 
MATEO OSPINA MARTÍNEZ 
CÓDIGO ESTUDIANTIL 041131376 
Director 
ALFONSO DAZA GONZÁLEZ 
MONOGRAFÍA DE INVESTIGACIÓN 
 
FACULTAD DE DERECHO 



















































Presidente Nacional:     JORGE ALARCÓN NIÑO 
Vicepresidente:                 JORGE GAVIRIA LLEVANO 
Rector Nacional:                 FERNANDO D’EJANÓN RODRÍGUEZ 
Rector Seccional:                JESÚS HERNANDO ÁLVAREZ MORA 
Secretario General:                           FLORO HERMES GÓMEZ PINEDA 
Censor Nacional:                                                     RICARDO ZOPÓ MENDEZ 
Decano:              FERNANDO ARTURO SALINAS SUÁREZ 
Secretario Académico       ANA ROCÍO NIÑO PÉREZ 
Director Centro de Investigaciones:                  JOHN FITZGERALD MARTÍNEZ VARGAS  






Tabla de contenido 
Tabla de contenido.           4 
Introducción.            7 
Capítulo I. Conceptualización de la Responsabilidad de las Personas Jurídicas.             13 
 1.1 Descripción de la figura y su desarrollo en el derecho español.             15 
 1.2 Desarrollo internacional, el caso francés.               19 
 1.3 El caso holandés.                    23 
 1.4 El caso estadounidense.                   26 
 1.5 Contexto normativo.                   29 
 1.5.1 Normativa internacional.                  34 
 1.6 Desarrollo jurisprudencial.                  35 
 1.6.1 Jurisprudencia internacional relevante.                37 
Capítulo II. Una mirada al Espectro Nacional y la Necesidad de la Implantación del Compliance.
                      39 
 2.1 El Compliance.                    41 
 2.2 El Deber de Vigilancia.                   43 
6 
 
 2.3 Papel auto investigativo de la Empresa.                44 
 2.4 Necesidad de implementación                 46 
Capítulo III. Corroboración de la hipótesis de investigación              48 
Resultado de la Investigación                   52 
Conclusiones                      53 






El panorama empresarial de la actualidad, se ha visto enmarcado por la agresividad y la 
competitividad de quienes lo conforman, y que buscan como meta generar mayores ingresos y 
posicionar sus negocios tanto en el marco nacional como internacional, generando diferentes 
tipos de relaciones entre empresas que favorecen sus fines y que expanden las perspectivas 
económicas de las sociedades. 
 Colombia, es una sociedad en constante desarrollo, que a pesar de manejar 
principalmente materias primas para exportación, se ha diversificado hacia diferentes campos, 
con pequeñas empresas netamente nacionales, y con empresas transnacionales, que ven en el país 
un espacio para explotar recursos de los que carecen otros territorios. 
 Últimamente, se ha evidenciado como esos gigantes corporativos establecidos en 
Colombia, han cometido a través de sus funcionarios, pero a favor de la empresa, ilícitos que han 
comprometido la integridad incluso de funcionarios públicos de los últimos gobiernos. 
 Resulta pertinente entonces, antes de continuar con el desarrollo de esta introducción dar 
un concepto de empresa, de acuerdo al Diccionario Jurídico es “aquel concepto manifestado 
desde diversos puntos de vista: Aparece en el campo de la economía política para designar 
determinadas organizaciones de los factores de producción.  Desde un punto de vista económico 
se considera como el instrumento que sirva para promover y facilitar la circulación de bienes, a 
los cuales prevé ordinariamente el fabricante o productor.” (Leyer, 2014, p. 162). De la misma 
manera, para analizar también la figura de forma correcta se hace necesario conceptualizar la 
persona jurídica, establecida en el Código Civil en su artículo 633, como “una persona ficticia, 
capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, y de ser representada judicial y 
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extrajudicialmente.” (Leyer, 2014, p. 310); esta última definición queda corta para 
conceptualizar lo que contemporáneamente es y puede desarrollar una persona jurídica. 
 El problema de investigación para este proyecto se centra en la necesidad que se 
vislumbra en la actualidad la creación de nuevos tipos penales orientados a reprochar las 
conductas cometidas por las personas jurídicas, respecto de los altos índices de criminalidad 
cometidos por los miembros de las grandes empresas; en donde estos no solo actúan como 
individuos en busca de fines económicos,  sino que por el contrario se convierten en una 
maquinaria criminal que se vale de la comisión de delitos para fortalecer el posicionamiento de 
sus industrias.  
 A lo largo de este trabajo, se darán a conocer contrastes entre diferentes modelos que se 
han implantado en el derecho penal transnacional, que buscan una correcta sanción de aquellas 
conductas que cometen las empresas a través de sus empleados y que en Colombia no han se han 
tenido en cuenta a la hora de realizar un reproche de conductas punibles, y las diferentes formas 
que se han desarrollado en el derecho internacional para prevenir dichos crímenes.  
 Centralmente, se describirán los diferentes modelos planteados por el resto de países y se 
hará un parangón de hechos ocurridos en la actualidad colombiana, para así realizar un correcto 
análisis de los mismos y determinar la necesidad de la aplicación o no de dichos modelos a la 
realidad colombiana de la misma manera se analizará la figura del Compliance como modelo 
disciplinario que será analizado para determinar si este debe ser impuesto a todos los proyectos 
de empresa que se vayan a plantear dentro del estado colombiano, todo esto aterrizado al plano 
nacional y con las circunstancias que se circunscriben a esta realidad. 
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 Las personas jurídicas son figuras jurídicas con capacidad de contraer obligaciones y 
también de ejercer derechos, en la actualidad Colombiana una serie de sucesos de carácter 
público han puesto en tela de juicio el actuar de las personas jurídicas, expresadas como 
empresas. Puesto que, dichas empresas, a través de funcionarios, han acudido a maniobras 
fraudulentas para obtener sus fines, si bien se ha investigado a sus empleados, no deja de ser 
relevante el papel que juegan como corporaciones criminales, que en muchas oportunidades 
respaldan dichos comportamientos.  
 La normatividad vigente, no contempla sanción penal alguna para el actuar delictivo de la 
persona jurídica, y esto constituye un vacío normativo, que fomenta la impunidad y la posterior 
comisión de más delitos que afecten la seguridad jurídica del Estado. 
 Es necesario implantar un modelo de responsabilidad penal de personas jurídicas, dentro 
del actual sistema penal acusatorio, y de ser así resultaría efectiva la reglamentación del 
Compliance en Colombia como medida preventiva para la comisión de los mismos. 
 En Colombia el estudio de la responsabilidad de las personas jurídicas y la aplicación del 
Compliance, como medida preventiva de la comisión de delitos, son temas de carácter netamente 
teórico. El desarrollo normativo internacional, demuestra que las personas jurídicas son objeto 
del derecho penal y deben responder penalmente por sus conductas, si en Colombia se hablase de 
un modelo que permita al ente investigador, acusar a dichas personas jurídicas e imputarle 
delitos que posteriormente sean conocidos por un juez, que sea el que determine si es 
reprochable o no esa conducta, para así lograr disminuir los niveles de impunidad de aquellas 
empresas cuya política es la comisión de delitos para obtener beneficios.  
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 El análisis que se realizará de la figura de la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas, facilitara al ente investigador, en este caso la Fiscalía General de la Nación, y a los 
jueces a que aquellas situaciones fácticas en donde es visible la participación de la empresa 
dentro del iter criminis, sean llevadas a juicio y controvertidas para sancionar o no culpabilidad 
dentro de la comisión de posibles delitos. 
 Es relevante para el derecho colombiano, el aterrizar esta teoría a nuestro sistema penal 
acusatorio, toda vez que si bien, el estado propende por el desarrollo económico de su pueblo a 
través de la inclusión de nuevas industrias y empresas, estas están utilizando maniobras 
fraudulentas para posicionarse dentro del espectro económico.  
 Además, es necesario resaltar que el fisco, se ha visto afectado por este tipo de criminal, 
en razón al uso indebido de dineros para obtener licitaciones y beneficios dentro de proyectos 
realizados por el Estado para beneficio de los ciudadanos, no se puede obviar que muchas 
empresas buscan aquellos cuantiosos contratos a través de la comisión de ilícitos. 
 Aunado a ello, se debe ser previsivos frente al ilícito, y por ello es necesario adecuarse a 
las tendencias jurídicas contemporáneas que permiten generar una política criminal en donde el 
ente acusar se encuentra preparado para anticipar la realización de conductas atentatorias de la 
seguridad jurídica Colombiana, no solo investigando sino proponiendo lineamientos como los 
del Compliance, para garantizar la legalidad de las actuaciones dentro del territorio. 
 Asi pues, como objetivo general de este proyecto de investigación se buscará analizar la 
figura de la responsabilidad penal de las personas jurídicas, aterrizada a las tendencias 
contemporáneas del derecho colombiano, determinando además la necesidad y validez  de su 
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implantación y la de un sistema disciplinario interno de carácter empresarial como lo es el 
Compliance. 
 Específicamente, describir diferentes modelos actuales de responsabilidad penal de 
personas jurídicas, determinando así la viabilidad del mismo en el ámbito jurídico colombiano, a 
través del estudio del derecho comparado y sus tendencias. 
 Determinar si la figura del Compliance como régimen disciplinario interno, resulta 
efectiva para recudir las irregularidades dentro de las empresas, explicando su funcionamiento. 
 Explicar si resulta valida la implementación de figuras jurídicas que modifiquen el 
ordenamiento penal colombiano, a través de la creación de nuevos tipos penales, que busquen 
reprochar conductas cometidas de forma ilícita por las empresas.  
 Al tratarse de una investigación de carácter jurídico, se utilizara el método de 
investigación de análisis síntesis, el método de citación que se utilizará será el desarrollado por el 
Manual de Normas APA, explicado por el doctor Walter Cadena,  por el tipo de problemática 
que se estudiará, pues la misma se orienta al análisis y descripción de diferentes modelos 
normativos previamente creados, para lograr desarrollar diferentes conclusiones que permitan 
inferir juicios de necesidad y validez. 
 Enmarcándose pues el desarrollo de la misma, dentro de una investigación descriptiva, 
donde se compararan diferentes tendencias del derecho, que permitirán analizar componentes 
jurídicos inaplicados en Colombia. 
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 Todo esto, con apoyo de normatividad internacional y nacional y haciendo uso adecuado 
de la jurisprudencia pre existente, que abarque el desarrollo de los aspectos relevantes para la 
conceptualización de diferentes aspectos penales. 
 Delimitado y desglosado el problema central de este proyecto de investigación se hace 
necesario exponer los resultados que se esperan obtener a lo largo del desarrollo de este. En 
primer lugar, es necesario conocer el desarrollo de teorías del derecho penal, de países con 
amplio bagaje y recorrido histórico jurídico, para lograr un correcto entendimiento de la figura a 
analizar. Todo ello a través de doctrina internacional que permita plasmar ideas de la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas en un ámbito global. Segundo, se espera una 
correcta descripción de la figura del Compliance, toda vez que el fin primordial del derecho 
penal, además de la sanción, es la prevención por lo tanto resulta necesario identificar aquellas 
medidas que garantizaran la legalidad de la actuación interna de los funcionarios dentro de las 
empresas, creando regímenes internos disciplinarios estrictos.  
 Es necesario aclarar, que se buscará un correcto entendimiento de la necesidad y validez 
de la implementación de teorías al campo jurídico nacional, por lo tanto no se realizará un 
trabajo de campo de tipo participativo, en razón al ámbito teórico que maneja la investigación y 
al carácter analítico y descriptivo predominante en la misma, dependerá pues de las conclusiones 











CONCEPTUALIZACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LAS PERSONAS 
JURIDICAS 
Las personas jurídicas para el derecho penal se entienden que “baste decir que ahora que para el 
Derecho penal tendrán la condición de tales todos aquellos que estén dotados de personalidad 
jurídica, cuestión que se contempla con las regulaciones de cada tipo de sociedad: asociaciones, 
fundaciones, sociedades mercantiles, etc.” (Sánchez, 2012, p. 126), así mismo cabe recordar que 
el derecho penal concibe unas excepciones a la figura de las personas jurídicas tales como “los 
organismos de derecho publico, a saber: las Administraciones públicas territoriales e 
instituciones, a los organismos reguladores, las Agencias y Entidades Públicas Empresariales, a 
los partidos políticos y sindicatos, a las organizaciones internacionales de derecho” (Sánchez, 
2012, p. 126), cabe recordar que dicha conceptualización traída a colación del derecho penal 
español, se  asemeja y así se quiere mostrar, a los organismos públicos instituidos en el Estado 
colombiano. 
 Una vez entendido dicho concepto, se puede dilucidar el vacío jurídico que ronda en la 
actualidad legislativa colombiana respecto de este tema, pero no solo se ha visto así en este 
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territorio, “En Alemania, y sobre todo en España, la posición tradicional de la doctrina se ha 
venido decantando por el no reconocimiento de de la responsabilidad criminal de las personas 
jurídicas. En este sentido, el pleno del 40º Congreso de Juristas alemanes celebrado en 1953 
acordó no recomendar la imposición de penas a estos colectivos, que contradecía el principio de 
culpabilidad fundado en la responsabilidad personal.” (Serrano-Piedecasas, 1997, p. 129). Sin 
embargo, y como lo dijo Serrano-Piedecasas posteriormente a este hecho surgen necesidades que 
son manifestados por la doctrina a favor de la implantación de dichas penas, como lo es la 
creciente evolucion económica para la época y el hecho de que las empresas no respondan por 
delitos que se cometieron no en nombre propio sino a nombre de ella (1997, p. 129). No debe 
desconocerse entonces, que si en aquella época se vislumbraba la necesidad de la 
implementación de medidas que evitaran la comisión de delitos, hoy en día estas deberían ser 
permanentes y automáticas en todos los sistemas penales modernos.   
Y es que en la actualidad, 
“sociológica y económicamente hablando, no hay duda de que la empresa es más 
que la suma de sus activos y su personal. Una empresa de cierto tamaño tiene una 
especie de “cultura corporativa”, pues existen modos asentados de proceder y 
tomar decisiones, procesos estándar que se aplican sin que sea necesario adoptar 
cada vez una resolución al respecto, una estructura más o menos rígida de 
incentivos y desincentivos poderosos para “hacer carrera” al interior de la 
organización, etc. Está organización asentada puede permitir la delincuencia 
desde la empresa, o incluso puede fomentarla, en ocasiones con independencia de 
las buenas intenciones que tal vez abriguen sus actuales directivos” (Van Weezel, 
2009, p. 118). 
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 Y no solo recae en el ámbito de la culpabilidad, aquel funcionario o funcionarios actores 
dentro de la comisión de un delito, también hacen parte de esa dimensión, los directivos que con 
omisiones permitieron a sus subordinados realizar actividades ilícitas, de ello se desprende pues 
el compromiso de la empresa y la necesidad de responsabilizar no solo a las personas naturales, 
sino también a las jurídicas.  
 Vale precisar, que la impunidad por la falta de normatividad vigente al respecto, hace 
necesario la implementación de tipos penales que sancionen estos temas y esto es porque “a 
mayor cifra negra –número de delitos que no son descubiertos- y mayores ganancias, las multas 
deben aumentar, con independencia de la importancia del interés protegido.” (De la Mata, 
Gómez-Aller, Lascuraín, Nieto, 2018, p. 46).   
1.1 Descripción de la figura y su desarrollo en el derecho español. 
Luego de la breve contextualización, y para entender los conceptos que se quieren traer a 
colación resulta necesario diferenciar la responsabilidad penal de una persona física y la 
responsabilidad penal de una persona jurídica, 
“(…) la responsabilidad penal de la persona física que realiza el hecho de 
conexión y la de la persona jurídica se configuran como responsabilidades 
independientes. En efecto, por una parte el art. 31 bis 2 CP establece que “la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas será exigible siempre que se 
constate la comisión de un delito que haya tenido que cometerse por quien ostente 
los cargos o funciones aludidas en el apartado anterior, aun cuando la concreta 
persona física no hay sido individualizada o no haya podido o no haya sido 
posible dirigir el procedimiento contra ella (…)”. (Jurado, 2013, p. 379). 
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 Si bien se quisiera dar una definición de lo que constituye la responsabilidad penal de las 
personas jurídicas, es poco práctico toda vez que dicho concepto se encuentra fragmentado en 
diferentes frentes, que han sido ampliamente estudiados por la doctrina; para comenzar a 
entender lo que abarca dicha concepción es necesario dividirlo. 
 No sin antes, mencionar aquellas teorías que contradicen el tema aquí planteado, como lo 
es la negadora de la culpabilidad de las personas jurídicas, frente a ello cabe resaltar, 
“(…) debe considerarse que rechazar la exigencia de culpabilidad en las personas 
jurídicas puede implicar una inaceptable afección al principio de 
proporcionalidad. En efecto, si se prescinde de la culpabilidad de las personas 
jurídicas, las sanciones frente a éstas se deben fundamentar exclusivamente sobre 
bases preventivas, se trataría de disuadir de la comisión de determinados 
comportamientos. Al no existir el limite de la culpabilidad, cabe la imposición de 
sanciones muy elevadas, desproporcionadas, para conseguir los fines perseguidos, 
sean  éstos nimios o legítimos” (Gómez, 2015, p. 129) 
 Igualmente se estaría lindando con la desigualdad en el el entendido que “el juicio de 
culpabilidad tiene entre otras funciones la de individualizar la responsabilidad del autor, esto es, 
la de considerar los factores individuales del delito. De esta manera, se atiende en este momento 
a la desigualdad de los sujetos entre sí, incorporándose al Derecho penal el pensamiento de que 
no solo debe tratarse lo igual como igual, sino desigual, como desigual. Prescindir de la 
culpabilidad de las personas jurídicas, en el Derecho penal, lleva a tratar igual a quien no hay 
nada que censurarle, quien a si que se le puede reprochar algo, por ejemplo, un déficit 
organizativo” (Gómez, 2015, p. 129). 
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 Entonces surge una nueva teoría, para controvertir la culpabilidad, aquella denominada 
“teoría de la representación” (Gómez, 2015, p. 130). Aquí se “supone una concepción 
antropomórfica de las personas jurídicas, lo que ignora que son realidades diversas, y al tiempo 
resulta incompatible con la consideración de que la punición de las entidades colectivas por el 
Derecho penal no responde a idénticos fines que en el caso de las personas físicas.” (Gómez, 
2015, p. 131); finalmente esta concepción sería contradictoria de acuerdo a lo que expresa el 
profesor Gómez Tomillo con el principio de la personalidad de las penas. 
 Toma entonces forma una conclusión al respecto, y esto es al referir como se debería 
tomar dicha culpabilidad dentro del abstracto planteado, y eso es que dicha culpabilidad debe ser 
tomada conforme al defecto de organización, donde este “guarda relación con el fenómeno de las 
actiones liberae in causa, donde se sanciona por la falta de cuidado, no cuando acaece el hecho, 
sino en un momento anterior” (Gómez, 2015, p. 135).  
 Y es entonces, que el defecto de organización debe ser entendido así, 
“(…) el criterio del defecto de organización es coherente con la idea ya citada de 
que en el juicio de culpabilidad se debería proceder a considerar, y ello es válido 
para personas físicas y jurídicas, los factores individuales de infracción, ignorados 
en el juicio de antijuridicidad, atendiendo al pensamiento de que no solo debe 
tratarse lo igual como igual, sino lo desigual como desigual.” (Gómez, 2015, p. 
138). 
 Por otra parte, “la idea de defecto de organización permite mantener a la culpabilidad su 
carácter de juicio material en el marco del Derecho penal de las personas jurídicas, en la medida 
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en que con ella puede encontrarse un principio teleológico, un factor aglutinador de los diversos 
elementos que, atendiendo al esquema esbozado, se integran en ella.” (Gómez, 2015, p. 138). 
 Sin embargo, cabe resaltar que se considera que si existe culpabilidad para las personas 
jurídicas, la misma sería atenuado toda vez que en dicho cometido, hay una intervención 
constatable grave por parte de una persona física, más aún que en una persona jurídica, “la 
culpabilidad es una categoría elástica compatible con situaciones intermedias entre su plena 
ausencia o su perfecta concurrencia. Esto ocurrirá cuando el defecto de organización 
valorativamente sea de entidad menor, pero no inexistente.” (Gómez, 2015, p. 154). 
 Respecto del carácter doloso o culposo de una persona natural, que le sea imputable a una 
persona jurídica, es necesario precisar que “ha de tomarse como punto de partida el carácter 
doloso o imprudente de la persona o personas físicas a las que sea penalmente imputable el 
hecho, bien por tener un poder de alta dirección, ser mando o directivo intermedio o mero 
operario. Debe subrayarse que no se trata de tomar como referencia, al menos no 
exclusivamente, el carácter doloso o imprudente de la acción del concreto ejecutor, 
frecuentemente un mero operario o trabajador de la empresa, sino, por el contrario, el de la 
persona, o personas, física sobre la que gira la responsabilidad por el hecho punible” (Gómez, 
2015, p. 162). 
 Igualmente, “tampoco parece razonable exigir más a las personas jurídicas que a las 
personas físicas. Por consiguiente, considerando que dentro del catalogo de delitos susceptibles 
de ser cometidos por personas jurídicas se encuentran algunos tan solo punibles cometidos 
dolosamente, acreditado que en el seno de la persona jurídica se actuó tan solo de forma 
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imprudente, deberá procederse a la absolución de la persona jurídica.” (Gómez, 2015, pp. 163, 
164).  
 Se abstraerá ahora, para hablar de los sujetos activos dentro de la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas, aquellas establecidas por el derecho español, comenzando por el 
administrador de hecho y de derecho, 
“(…) El concepto de administrador de derecho debe venir dado principalmente, 
aunque no solamente, por la legislación mercantil merced a que se trata de un 
término formal. Desde este mismo punto de vista sería aquel que hubiese sido 
nombrado por la Junta General, y enseguida formalmente aceptado, inscrito y 
publicado su nombramiento, como en el caso del administrador de una sociedad 
anónima (…)”. (Gónzalez, 2014, pp. 246, 247). 
Otro de los sujetos abstraídos, es el representante legal, “se trata de aquella persona física o 
personas físicas que pueden vincular a la persona jurídica de forma contractual para con terceros, 
esto es, las personas que ejercen la representación jurídica en los actos comprendidos en su 
objeto social” (Gónzalez, 2014, p. 250) 
1.2 Desarrollo internacional, el caso francés. 
Es necesario ahora, realizar una comparación internacional de la figura de la responsabilidad 
jurídica para comprender mejor su desarrollo normativo, el derecho francés plantea, “el principio 
de responsabilidad penal de las personas jurídicas, fue adoptado en el nuevo Código penal de 
1994. El artículo 121-1º precisa que “las personas jurídicas, a excepción del Estado, serán 
penalmente responsables, conforme a lo dispuesto en los artículos 121-4 a 121-7, [y en los casos 
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previstos en la ley o reglamento] de las infracciones cometidas, por su cuenta, por sus órganos o 
representantes. Se puede decir que ha sido la innovación más importante del nuevo Código penal 
en Francia”. (Poelemans, 2014, p. 114), el aparte entre corchetes fue suprimido por la ley nº 
2004-204 del 9 de marzo de 2004. 
 Aunado a ello, el derecho francés, según Poelemans,  
“(…) plantea la cuestión del reconocimiento de la responsabilidad penal de las 
personas jurídicas en el proyecto de ley, se refiere a la suma divisio del derecho 
francés que distingue las personas morales de derecho privado y las de derecho 
público. Así pues, en su origen,  la responsabilidad de los seres morales quedaba 
reducida a los grupos de derecho privado, principalmente las empresas, 
asociaciones, sindicatos, partidos políticos (2.1). Sin embargo, preocupado por 
garantizar la igualdad ante la ley penal, el legislador ha preferido, bajo ciertas 
condiciones y con algunas excepciones introducir también la responsabilidad 
penal de las personas jurídicas de derecho público también por sus hechos (2.2).” 
(2014, p. 115) 
 Respecto de lo anterior, no se comparte la tesis propuesta por los franceses de imputar 
responsabilidad penal a personas jurídicas de derecho público, toda vez que el Estado es un 
sujeto en su propia integridad, conformado por varias ramas, cualquier acto defraudatorio de los 
interés patrimoniales del Estado deberá ser imputado integralmente al funcionario que cometió 
dicha conducta y no a la entidad de derecho público que fue creada con un fin social o de 
prestación de servicios a la ciudadanía. 
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 Ahora bien, es importante resaltar lo que refiere para el derecho francés el término de la 
persona jurídica de derecho privado y aquella que lo es de derecho público y por qué son 
penalmente responsable dentro de sus actuaciones; “el legislador francés ha elegido el término  
de <persona moral> o <persona jurídica> para nombrar las entidades que pueden ser penalmente 
responsables. Esta noción de <persona moral> o <jurídica>, en lo que concierne las entidades de 
derecho privado, se entiende como todo grupo que se ve reconocer la personalidad jurídica, es 
decir la capacidad jurídica, después de haber cumplido con varias formalidades previstas por la 
ley” (Poelemans, 2014, pp. 114, 115).  
 Se concluye entonces por Poelemans que “todas las personas de derecho privado que 
tienen personalidad jurídica pueden ser responsables penalmente tengan como objetivo la 
búsqueda de lucro o no. Esta interpretación cubre entidades tan diversas como las sociedades 
civiles o comerciales, los agrupamientos de interés económico, las asociaciones, los sindicatos, 
las fundaciones, los partidos políticos.” (2014, p. 115). 
 Respecto de las personas jurídicas de derecho público, “según el principio de igualdad, 
las entidades son sometidas al derecho penal a semejanza de las personas privadas. No obstante, 
el texto del artículo 121-2 CP prevé expresamente dos excepciones al reconocimiento de la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas de derecho público que conciernen al Estado y a 
los entes colectivos públicos.” (Poelemans, 2014, p. 116). 
 Una vez entendidos los sujetos del derecho penal dentro del tema tratado por los 
franceses, se explicara entonces que se necesita para que se configure el tipo penal, “según el 
artículo 121-2 del Código penal, la responsabilidad penal de las personas jurídicas necesita que 
la infracción esté cometida por un órgano o representante de la persona jurídica y por su cuenta.” 
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(Poelemans, 2014, p. 118), cabe resaltar además que “la responsabilidad penal de una persona 
jurídica está condicionada por los actos de sus órganos o representantes. Está claro que la 
realización del elemento material de la infracción necesita obligatoriamente la intervención de 
una persona física.” (Poelemans, 2014, p. 118). 
 El último elemento y tal vez el más importante, que resta por describir, se refiere a la 
pena que ha establecido el sistema francés para castigar la comisión de este tipo de conductas, es 
así como,  
“(…) los artículos 131-37 a 131-49 del Código penal instauran un régimen 
especial de penas criminales y correccionales aplicables a las personas jurídicas, 
en la lista de las cuales la multa aparece como la principal. Dictada en más del 
92% de los casos, la multa puede ascender al quíntuplo de la señalada por la 
persona física autora del crimen o delito. (…) la multa no es, sin embargo, 
exclusiva. La ley ha previsto otras penas relativas a las personas jurídicas: la 
disolución, pero no vale para las personas jurídicas de derecho público, partido 
político, sindicato profesional ni instituciones representantes del personal; la 
prohibición definitiva o provisional durante cinco años como máximo de ejercer 
determinadas actividades; el sometimiento a la vigilancia de la autoridad judicial 
durante un máximo de 5 años; el cierre de uno o varios establecimientos de la 
empresa que hayan servido para realizar los hechos incriminados el cierre de uno 
o varios establecimientos de la empresa que hayan servido para realizar los hechos 
incriminados de manera definitiva o por un periodo máximo de cinco años; la 
exclusión de mercados públicos a titulo definitivo o por un periodo máximo de 
cinco años; la prohibición a título definitivo o provisional de hacer captaciones 
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públicas de inversores; la prohibición durante cinco años como máximo de emitir 
cheques que permitan la retirada de fondos o de librar certificaciones o de utilizar 
pagarés; la confiscación de los instrumentos y efectos del delito, incluyendo los 
beneficios que hubiera reportado y la publicación y difusión de la sentencia 
dictada a través de los medios de comunicación escritos o audiovisuales o por vía 
electrónica.” (Poelemans, 2014, p. 122). 
1.3 El caso holandés 
Continuando con la exposición de distintos ámbitos internacionales de aplicación de la figura, 
debe hacer parte del mismo el caso holandés, que cuenta con mas de 60 años de experiencia en lo 
referente a la responsabilidad penal de las personas jurídicas, y por lo tanto tiene experiencia en 
su tratamiento, históricamente a mitad de este siglo se implanto en este país una ley orientada a 
la sanción de tipos penales económicos. 
 La WED o “wet op de Economische Delicten”, la cual “determina que en caso de 
infracción el infractor puede ser sancionado con una pena de prisión y/o una multa, 
eventualmente de carácter condicional. La duración de la pena de prisión y el montante de la 
multa dependen de la ley  de la cual surge cada caso.” (Ontiveros, 2014, . 530). 
 Vale la pena resaltar, un aspecto importante dentro de esta ley y es su conocido artículo 
15, que refiere, 
“(…) 1. Si se comete un delito económico por o en el nombre de una persona 
jurídica, de una sociedad, de cualquier otra asociación de personas o de una 
fundación; se emprenderán las acciones judiciales y se impondrán las penas y 
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medidas, bien contra las personas jurídicas, la sociedad, la asociación o la 
fundación, bien contra los que han dado la orden o han dirigido efectivamente el 
acto ilícito o la omisión, bien contra ambos. 
2. Un delito económico se comete por o en el nombre de una persona jurídica, una 
sociedad, una asociación de personas o una fundación, entre otros supuestos, 
cuando se comete por personas que, sea en razón de un servicio remunerado, sea 
por otras razones, actúan en la esfera de la persona jurídica, la sociedad, la 
asociación o la fundación, independientemente del hecho de que estas personas 
hayan cometido individualmente cada una un delito económico o que integren 
conjuntamente los elementos del delito.  
3. Si las acciones judiciales se dirigen contra una persona jurídica, una sociedad, 
una asociación de personas o una fundación, éstas estarán representadas en el 
curso de las acciones por el administrador y, si hay carios, por uno de ellos. El 
representante puede comparecer mediante abogado. El tribunal puede ordenar la 
comparecencia personal de un administrador determinado, puede entonces 
extender un auto de comparecencia. 
4. si las acciones judiciales se dirigen contra una persona jurídica, una sociedad, 
una asociación de personas o una fundación, se aplicará el artículo 538, apartado 
20., del Código procesal penal.” (Ontiveros, 2014, p. 531). 
 Se entiende, por la interpretación de este artículo entonces, “la cualidad del autor y la 
punibilidad de la persona jurídica en el ámbito de los delitos económicos. Supone al mismo 
tiempo el fin de la doctrina ficción según la cual la persona jurídica no existe. La reglamentación 
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socio-económica funcionará en lo sucesivo recurriendo a funciones y a quienes ejercen la 
función” (Ontiveros, 2014, p. 531). 
 Sin embargo, propiamente la responsabilidad penal de las personas jurídicas no aparece 
sino hasta 1976, en donde la legislación holandesa en su código penal establece infracciones que 
pueden ser cometidos por las personas jurídicas, todo esto en su artículo 51, que versa, 
  “-1. Las infracciones pueden cometerse por personas físicas y jurídicas.  
-2. Si una infracción se comete por una persona jurídica, las acciones judiciales 
pueden dirigirse y las penas y medidas previstas por la ley pueden pronunciarse, 
en tanto en cuanto estén involucradas en esta materia:  
   1. contra la persona jurídica; si no, 
2. contra los que hayan dado la orden, así como contra los que hayan 
dirigido efectivamente el comportamiento ilícito; si no,  
   3. contra las personas citadas en los números 1 y 2 conjuntamente 
-3. Para la aplicación de lo que aquí procede, la persona jurídica se sitúa en 
igualdad de condiciones que la sociedad que no tenga personalidad jurídica, la 
asociación o fundación” (Ontiveros, 2014, pp. 533, 534). 
 Existe dentro de este tipo penal descrito, un aspecto a analizar en lo referente a la 
cualidad del autor de la persona jurídica, esto es porque “es preciso constatar por tanto constatar 
responsabilidades individuales de las personas físicas, para luego atribuirlas, imputarlas a la 
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persona jurídica. Está por tanto caro que la imputación de la responsabilidad jurga un papel 
primordial.” (Ontiveros, 2014, p. 538). 
 De esta premisa, se puede inferir entonces que es relevante para este tipo, el estudio de la 
imputación del elemento objetivo y del elemento subjetivo, tal y como lo expresa Ontiveros en 
su obra; respecto del elemento objetivo cabe resaltar que “el acto de la persona física podrá 
imputarse consecuentemente a la persona jurídica si el comportamiento real de la persona física 
concuerda con la función social que cumple la persona jurídica en cuestión”. (Ontiveros, 2014, p. 
539). Ahora bien, en lo atinente al elemento subjetivo expresa “en lo que concierne a las 
controversias, el elemento subjetivo se limita, en el autor, a no respetar los deberes de 
salvaguardia, vigilancia y posiciones de garantía.” (Ontiveros, 2014, p. 540). 
 1.4. El caso estadounidense 
El caso estadounidense, proviene desde una perspectiva más fáctica que jurídica, toda vez que su 
modelo se inicia “en base a un caso real de la jurisprudencia que posteriormente se vuelve 
insigne en esta materia: en el año 1909 se condena en virtud del modelo de transferencia de la 
responsabilidad, no sólo a una persona natural, sino también a una empresa de ferrocarriles por 
fijación fraudulenta de los precios. Dicho caso fue denominado “New York Central & Hudson 
River Railroad Co. v. U.S.” (Gómez y Lichtemberg, 2012, p. 93). 
En el año de 1962, se desarrolló en Estados Unidos un compendio de normas que recibió el 
nombre de Model Penal Code, el cual es “un elemento fundamental del sistema de imputación de 
responsabilidad respecto de entes morales en el ordenamiento jurídico en comento, pero no es el 
único.” (Gómez y Lichtemberg, 2012, p. 94). 
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Dicho texto a criterio de Gómez y Lichtemberg, trae tres puntos clave a saber: 
“(…)- Distingue si el hecho que tipifica reviste caracteres de delito se trata de una 
acción o bien, una omisión. 
- Distingue respecto del sujeto que la realiza, poniendo énfasis en su jerarquía para 
determinar si se trata de un hecho objetivo sin significado, o bien un evento que 
representa la “política” o la “idiosincrasia” corporativa. 
- Por último distingue entre crímenes propiamente tales (de carácter más grave) o 
si se trata de ofensas regulatorias (más leves en cuánto a responsabilidad). 
 Ahora bien, dentro de las características que reviste el tipo, es importante resaltar lo que 
la doctrina identifica con “Respondeat Superior: Se trata de una forma de imputación de 
responsabilidad que adopta las características del sistema objetivo, en el sentido de establecer 
que el empleador de un sujeto que comete un crimen o delito, debe hacerse responsable por él, 
siempre y cuando sus acciones se enmarquen dentro del ámbito de sus funciones laborales.” 
(Gómez y Lichtemberg, 2012, pp. 100, 101). 
 No obstante, existe una limitación o exoneración responsabilidad, “probando la debida 
diligencia o “due diligence". Esta oportunidad de liberarse de la responsabilidad es estrecha, 
dado que sólo existe una posibilidad de demostrar debida diligencia: probando fehacientemente 
que el alto directivo a cargo realizó completa y oportunamente su deber de fiscalización. 
Además, es importante agregar que esta posibilidad de defensa se elimina si, la ley (en el mundo 
jurídico anglosajón se denominan “Acts”) que tipifica la ofensa regulatoria establece 
responsabilidad estricta, o bien si la defensa es abiertamente inconsistente con el propósito 
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legislativo. En síntesis, si bien existe una pequeña posibilidad de exonerarse de la 
responsabilidad, los requisitos para que esto ocurra son tan demandantes que, en la práctica esta 
subsección contiene un sistema eminentemente objetivo.” (Gómez y Lichtemberg, 2012, p. 101). 
 Para concluir, “el Model Penal Code contiene una marcada tendencia hacia el modelo 
objetivo o vicarial de la responsabilidad penal empresarial, dado que si no lo contempla 
expresamente, resuelve los problemas de interpretación estableciendo preferencia absoluta por 
este modelo.” (Gómez y Lichtemberg, 2012, p. 101). (Gómez y Lichtemberg, 2012, p. 103). 
 Aunado a lo anterior, en el año 1991 surge, y en razón a la política criminal, los 
Guidelines, cuyos objetivos,  
“(…) son emparejar el sistema de condenas a lo largo de todos los estados de la 
federación, y al mismo tiempo crear conciencia sobre la gravedad de la comisión 
de delitos y/o simples crímenes por parte de un ente moral. A pesar de parecer 
sencillo, su complejidad es altísima y su ciencia, muy profunda. Al respecto se ha 
dicho: “Tras esta modesta fachada se esconde, sin embargo, un monumental 
edificio de política legislativa, dotado de una refinada estrategia política criminal, 
que además ha alterado notablemente, hasta hacerlos irreconocibles, según 
algunos, los fundamentos de la “vicarious liability” que toma como punto de 
partida”. Lo anterior, se concreta estableciendo un sistema de atenuantes y 
agravantes, que a medida que concurren en la situación de hecho alteran la cuantía 
de la pena interpuesta. En ese sentido, las Guidelines constituyen una oportunidad 
para la persona jurídica de disminuir su responsabilidad, demostrando la debida 




1.5. Contexto normativo 
No existe pues normatividad vigente respecto de la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas, sin embargo se puede traer a colación una norma que regula la responsabilidad 
administrativa de las personas juridicas en Colombia y guarda relación con el tema que se quiere 
tratar. 
 Dicha dosposicion, se encuentra enmarcada bajo la Ley 1778 del 02 de febrero de 2016, y 
por medio de la cual “se dictan normas sobre la responsabilidad de las personas jurídicas por 
actos de de corrupción transnacional y se dictan otras disposiciones en materia de la lucha contra 
la corrupción.” (Ley 1778 de 2016, Colom). 
 Es importante, realizar un análisis a profundidad de los aspectos que trata esta norma, uno 
de ellos, es los sujetos que pueden ser sancionados por cometer conductas atentarias de dichas 
disposiciones, de acuerdo al artículo 2º de la ley,  
“las personas jurídicas que por medio de uno de varios: (i) empleado, (ii) 
contratista, (iii) administradores, o (iv) asociados, propios o de cualquier persona 
jurídica subordinada: (i) den, (ii) ofrezcan, o (iii) prometan, a un servidor público 
extranjero, directa o indirectamente: (i) sumas de dinero, (ii) cualquier objeto de 
valor pecuniario u (iii) otro beneficio o utilidad, a cambio de que el servidor 
público extranjero; (i) realice, (ii) omita, (iii) o retarde, culquier acto relacionado 
con el ejercicio de sus funciones y en relación co un negocio o transacción 
internacional.” (Ley 1778 de 2016, art. 2, Colom.). 
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 De la lectura de este aparte legal, se puede concluir que su campo de acción es limitado, 
en el sentido de a quien va dirigida la responsabilidad y de quien proviene, se predica pues que 
solo se podra dar hacia un servidor público extranjero y por parte de una cierta cantidad de 
sujetos dentro de una empresa, sin embargo, esta premisa deja una brecha para otros sujetos y 
conductas que se pueden presentar. 
 Aunado a ello, es menester recordar que esta ley solo analiza la figura de la 
responsabilidad de las personas jurídicas desde un punto de vista administrativo, el contexto 
penal no entra a jugar ningun papel dentro del desarrollo de esta ley.  
La ley 1474 del 2011, por medio de la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los 
mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del 
control de la gestión pública, otorga en su artículo 34, un pequeño aporte a la responsabilidad 
penal de las personas jurídicas, estableciéndolo desde el punto de vista administrativo y de la 
función pública, 
“(…) Independientemente de las responsabilidades penales individuales a que 
hubiere lugar, las medidas contempladas en el artículo 91 de la Ley 906 de 2004 
se aplicarán a las personas jurídicas que se hayan buscado beneficiar de la 
comisión de delitos contra la Administración Pública, o cualquier conducta 
punible relacionada con el patrimonio público, realizados por su representante 
legal o sus administradores, directa o indirectamente. 
En los delitos contra la Administración Pública o que afecten el patrimonio público, las entidades 
estatales posiblemente perjudicadas podrán pedir la vinculación como tercero civilmente 
responsable de las personas jurídicas que hayan participado en la comisión de aquellas. 
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De conformidad con lo señalado en el artículo 86 de la Ley 222 de 1995, la Superintendencia de 
Sociedades podrá imponer multas de quinientos (500) a dos mil (2.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes cuando con el consentimiento de su representante legal o de alguno de sus 
administradores o con la tolerancia de los mismos, la sociedad haya participado en la comisión 
de un delito contra la Administración Pública o contra el patrimonio público.” (Ley 1474 de 
2011, art. 34, Colom.). 
Existe además, dentro del poco avance que se ha logrado constatar en la materia, un proyecto de 
ley que se encuentra esbozado en un artículo del periódico en línea de Ámbito Jurídico, en donde 
el profesor Hoover Wadith Ruiz Rengifo, quien es Presidente y Director Ejecutivo de la 
Asociación Colombiana de Derecho Penal, presenta dicha propuesta y expone la necesidad al 
respecto, 
“Los escándalos de corrupción demuestran que los bienes jurídicos colectivos son 
afectados por personas jurídicas. Existen empresas delincuentes. Esta iniciativa 
responde a la tendencia imparable y compromisos asumidos por Colombia para 
considerar regular la responsabilidad de las personas jurídicas. La forma correcta 
de combatir un problema es edificar una eficaz medida para tratar de cambiar sus 
orígenes.” (Ámbito Jurídico, 2017). 
El proyecto de Ley en su artículo primero presenta como definición de persona jurídicas a “toda 
asociación, compañía o corporación” (Ámbito Jurídico, 2017). De la misma manera en su 
artículo segundo, realiza una atribución de responsabilidades de la siguiente manera, 
  “(…) Se establece que las personas jurídicas serán penalmente responsables de:  
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2. 1. Los delitos cometidos en nombre o por cuenta de las mismas, y en su 
beneficio directo o indirecto, por sus representantes legales o por aquellos que 
actuando individualmente, o como integrantes de un órgano de la personas 
jurídica, están autorizados para tomar decisiones en nombre de la persona jurídica, 
o tienen facultades de organización y control dentro de la misma, salvo que la 
conducta dolosa o imprudente, si en el tipo penal está prevista esta modalidad, de 
la persona física sea realizada en su exclusivo y propio beneficio o en el de 
terceros, y sea inidónea para establecer un beneficio a la entidad, atendiendo las 
circunstancias de cada caso en concreto. 
2. 2. De los delitos cometidos para obtener cualquier beneficio de la persona 
jurídica, por el subordinado de las personas físicas mencionadas en el párrafo 
anterior que realicen los hechos por la falta del debido control de la persona 
jurídica sobre él, indebidamente organizada.” (Ámbito Jurídico, 2017).  
Se denota en la propuesta anterior, una correcta clasificación de responsabilidades de conductas 
cometidas por funcionarios al interior de una compañía y que atenten contra la seguridad 
económica del país, pero de esta propuesta se resalta también, la obligatoriedad de la 
implantación de modelos de organización, modelos que serán analizados y desarrollados más 
adelante, y que constituyen un mecanismo de contingencia y de prevención a la comisión de 
estos ilícitos, de tal manera expresa el artículo cuarto de esta propuesta,  




- Evaluar el riesgo, que incluye: identificación del riesgo, evaluación cuantitativa 
y cualitativa del riesgo, priorización del riesgo y planificación de la respuesta 
(corresponde al departamento de manejo de crisis con su respectivo director de 
crisis) y monitoreo del riesgo de los delitos que se deben prevenir. 
  - La existencia de un código ético o comportamiento corporativo. 
- Modelos de gestión de los recursos financieros adecuados para prevenir los 
delitos conforme a la actividad empresarial, esto es, una debida diligencia, 
revisada y mejorada.    
- Informes periódicos sobre la eficacia del programa de cumplimiento, que 
implique establecer la estrecha relación del programa con los riesgos propios de la 
actividad de las personas jurídicas, su tamaño y su capacidad económica, para 
prevenir, detectar, corregir y mejorar. 
- Un canal de las denuncias, procedimientos internos y seguimientos a los 
procedimientos penales de la persona jurídica. 
  - El establecimiento de un sistema disciplinario. 
- La verificación periódica del programa de cumplimiento y de su eventual 
modificación, cuando haya ocurrido alguna infracción relevante que implique 
modificar el programa de cumplimiento normativo, o cuando la empresa cambie 
en su organización, estructura de control o de actividad.  
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- Comunicación periódica a todos los empleados, incluyendo a los directivos 
sobre los procedimientos de prevención. 
- La existencia de un oficial de cumplimiento responsable del modelo de 
organización y gestión.” (Ámbito Jurídico, 2017). 
El sistema al cual se hace referencia en dicha propuesta es el también llamado Compliance, se 
considera que dicha proposición debe ser de carácter obligatorio, toda vez que el fin primordial 
del derecho penal, aparte de establecer sanciones por la comisión de conductas delictivas, es 
prevenir que se cometan hechos que revistan las características de delito, todo esto a través de 
medidas de política criminal, y propuestas como la presentada en el aparte anterior. 
1.5.1. Normativa internacional 
En el marco del derecho internacional, y resaltando el carácter vinculante de dicha disposición 
para Colombia, existe la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, establece 
respecto de la responsabilidad penal de las personas jurídicas,  
“(…) 1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, en 
consonancia con sus principios jurídicos, a fin de establecer la responsabilidad de 
personas jurídicas por su participación en delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención. 
2. Con sujeción a los principios jurídicos del Estado Parte, la responsabilidad de 
las personas jurídicas podrá ser de índole penal, civil o administrativa. 
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3. Dicha responsabilidad existirá sin perjuicio de la responsabilidad penal que 
incumba a las personas naturales que hayan cometido los delitos. 
4. Cada Estado Parte velará en particular por que se impongan sanciones penales o 
no penales eficaces, proporcionadas y disuasivas, incluidas sanciones monetarias, 
a las personas jurídicas consideradas responsables con arreglo al presente 
artículo.” (ONU, 2004, art. 26). 
A nivel legislativo internacional, si bien se han mencionado anteriormente diferentes tipos 
penales establecidos por países con tradición jurídica, es menester mencionar además lo 
establecido por una potencia en materia empresarial, como lo es Estados Unidos, existe desde 
1977 la Ley de Prácticas Corruptas en el Extranjero, el cual establece una serie de conductas 
cometidas por empresas y que serán sancionadas, todo este avance en materia de emisores de 
valores. 
1.6 Desarrollo jurisprudencial  
En materia jurisprudencial, el espectro se reduce, la Corte Constitucional en sentencia C-320 de 
1998, se refiere al tema de la responsabilidad penal de las personas jurídicas en materia 
ambiental, sin embargo, expone una premisa que resulta importante para el estudio de la teoría 
que se está estudiando,  
“(…) La persona jurídica no es un simple receptáculo formal de acciones u 
omisiones. La ley recurre a la personificación jurídica con el objeto de satisfacer 
específicas necesidades de organización y expresión de la acción colectiva 
orientada a la consecución estable de fines lícitos. Si se examina con detenimiento 
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el régimen jurídico que hace posible introducir este actor de la vida social, se 
concluye que está dotado de instrumentos y mecanismos prudenciales para 
controlar, dentro del campo en el que despliega su objeto, las acciones y 
omisiones, que le pueden ser genéricamente imputadas, según sus consecuencias. 
En realidad, lo contrario no lo haría apto como sujeto de derecho. No siempre la 
evitación del comportamiento prohibido debe recaer únicamente en las personas 
físicas que fungen como gestores del ente o limitarse la responsabilidad 
consiguiente al resarcimiento de los daños causados por un tercero. A las personas 
jurídicas el ordenamiento suministra órganos y medios para establecer su dominio 
- control - inclusive sobre los actos y omisiones que violen la Ley. No enfrenta la 
persona jurídica, por el simple hecho de tener esta naturaleza, la circunstancia 
ineluctable de no poder prevenir  ni reaccionar ante las acciones u omisiones con 
capacidad para destruir bienes y valores sociales supremos. Las fallas que en este 
sentido se presenten - no obstante la existencia de medios, órganos y mecanismos 
legales y estatutarios idóneos jurídicamente para deliberar, decidir, reaccionar y 
corregir los distintos cursos de la acción social -, pueden ser tenidos en cuenta por 
el legislador para asignar, cuando ello sea posible, responsabilidad penal al mismo 
ente societario, sin perjuicio de su responsabilidad patrimonial y de la 
responsabilidad también penal que se pueda deducir a sus gestores.” (C.C., 
Sentencia C-320/1998, Colom.). 
 Aunado a ello, y en aparte posterior, respecto de la imputabilidad de la persona jurídica, 
se refiere de aquella que es objetiva atribuible a la misma, “a imputación de responsabilidad 
penal a la persona jurídica en relación con los delitos a que se ha hecho mención, no viola la 
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Constitución Política. De otra parte, tratándose de personas jurídicas y sociedades de hecho, la 
presunción de responsabilidad, apoyada en la prueba sobre la realización clandestina del hecho 
punible o sin haber obtenido el correspondiente permiso, tampoco comporta quebranto de la 
Constitución Política. Las actividades peligrosas que subyacen a los tipos penales descritos, 
autorizan plenamente al legislador a calificar la responsabilidad de un sujeto con base en 
determinados hechos. La realización de una actividad potencialmente peligrosa para la sociedad - 
sujeta a permiso, autorización o licencia previa -, sin antes obtenerlos, denota un grado de 
culpabilidad suficiente para que el legislador autorice al juez competente para tener a la persona 
jurídica colocada en esa situación como sujeto responsable del hecho punible.” (C.C., Sentencia 
C-320/1998, Colom.). 
1.6.1 Jurisprudencia Internacional relevante 
Vale la pena precisar, y así se hace debido a la tradición de este país en el derecho 
contemporáneo, la primera sentencia en materia de responsabilidad penal de las personas 
jurídicas, se trata del caso New York Central & Hudson River Co. Contra U.S, en dicho caso se 
habla de una “alteración fraudulenta de tarifas para ferrocarriles realizada por personal de la 
empresa New York Central and Hudson River Railaroad Co., a fin de favorecer a una empresa 
refinería de Azúcar de Detroit: Se les cobraba menos del precio acordado y publicado por 
concepto de transporte, (5 centavos menos por cada 100 libras de azúcar transportada) desde 
Nueva York hacia Detroit, pagando así bonificaciones a la American Sugar Refining Company, 
y evadiendo impuestos.” (Gómez y Lichtemberg, 2012, p. 109). 
 Los puntos relevantes, a tener en cuenta, radican en,  
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“(…) a. Es el primer caso registrado en la historia de la jurisprudencia 
estadounidense en el que se condena no sólo a las personas naturales que 
participaron de los hechos ilícitos, sino también a la compañía (ente moral) para la 
cual dichas personas trabajaban. 
b. En segundo lugar, pero no menos importante, el presente caso destaca por el 
sistema de imputación utilizado para vincular a la persona jurídica y 
eventualmente establecer la responsabilidad penal de la misma: la Corte Suprema 
se valió del modelo objetivo o vicarial, criticado en la doctrina tanto 
estadounidense como comparada por ir en contra de los objetivos primarios de la 
política criminal.” (Gómez y Lichtemberg, 2012, p. 109). 
 De la misma manera, es importante resaltar los requisitos que establece el Tribunal 
estadounidense, en este caso, para que se dé la responsabilidad penal de las personas jurídicas. 
“1. Que la acción haya sido efectuada por uno de sus agentes. 2. Que dicho agente haya cometido 
un crimen. 3. Que el crimen se enmarque dentro de sus funciones. 4. Que exista un interés de 
beneficiar a la compañía. Al respecto se ha dicho que: no es necesario que el trabajador este 
principalmente  interesado en beneficiar a la empresa, porque se entiende que el trabajador va a 








UNA MIRADA AL ESPECTRO NACIONAL Y LA NECESIDAD DE LA 
IMPLANTACION DEL COMPLIANCE 
En este capítulo, se desarrollará, desde una perspectiva descriptiva, el estado actual de la teoría 
de la responsabilidad penal de las personas jurídicas en Colombia, para posteriormente explicar 
la necesidad de la implantación de la misma en Colombia y determinar la importancia de la 
implantación de sistemas de cumplimiento o Compliance. 
“En Colombia, el legislador ha incluido en las leyes penales una serie de medidas 
relativas a las consecuencias jurídicas a imponer a las personas jurídicas o a los 
entes colectivos que se hayan visto involucrados en la comisión de hechos 
punibles o beneficiados por ella, que evidencian un pragmatismo en gran medida 
indiferente a las elaboraciones doctrinales que ofrece un referente interesante a la 
hora de indagar sobre la naturaleza y carácter de dichas medidas, y que evidencia 
que en la discusión de los dogmáticos penales no se ha tenido suficientemente en 
cuenta el referente procesal para la adecuada valoración del asunto.” (Cadavid, 
2014, pp. 112, 113). 
 A juicio del investigador, el marco legal que ha propuesto el legislador colombiano 
resulta insuficiente para obtener resultados en materia de política criminal, que se orienten a la 
correcta y efectiva sanción de personas jurídicas que cometan, y no solo se hayan visto envueltas 
o beneficiadas, conductas que atenten contra bienes jurídicos tutelados como lo son aquellos 
relacionados con agentes económicos. 
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 Se ha llegado a considerar, por teóricos colombianos que la solución para combatir la 
criminalidad de este tipo, no radica en la punibilidad o no de dicha conducta, debido a la 
aplicación de carácter administrativo y en algunas oportunidades medidas preventivas puestas a 
disposición del juez, para controlar la intervención de personas jurídicas en las conductas 
penales. 
“(…) aun reconocimiento la gravedad y trascendencia de la intervención de 
personas jurídicas y de entes colectivos en las formas modernas  de criminalidad, 
que demanda de respuestas eficaces del ordenamiento jurídico, la asignación de 
carácter penal a la respuesta a dar a los entes colectivos comporta el riesgo de 
aligeramiento de las cargas conceptuales que se deben acreditar al atribuirle 
responsabilidad penal a los ciudadanos, en virtud de un efecto de contagio. 
Pero además, el condicionamiento de las medidas a imponer a aquellos entes a su 
consideración como sanciones penales, genera el riesgo de menguar su eficacia 
práctica, posiblemente no simbólica. Para el logro del objetivo d combatir la 
instrumentalización de sociedades para finalidades colectivas, puede resultar 
mucho más útil el recurso a otros sectores del ordenamiento jurídico.” (Cadavid, 
2014, p. 130). 
 Resalta entonces en el aparte citado razón en algunos aspectos, si bien nos enfrentamos a 
un ordenamiento jurídico caracterizado por el populismo legislativo, no es menos tener en cuenta 
aquellos hechos que revisten importancia para el derecho internacional y deberían serlo así para 
el derecho nacional. 
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 Es por ello, que dejar de lado la necesidad de otorgar al ente investigador y acusador, para 
herramientas para reprochar conductas cometidas por personas jurídicas, y en su lugar 
simplemente establecer medidas administrativas para disciplinar, resulta insuficiente para 
sancionar estas conductas, toda vez que el juez no debería estar limitado en su decisión a 
medidas preventivas o administrativas, sino abierto a un catálogo de sanciones que protejan la 
seguridad jurídica del país.  
2.1 El Compliance 
Es necesario en este aparte de la investigación, analizar una figura que entra al marco jurídico 
internacional, a juicio del investigador, como un programa que previene la comisión de 
conductas criminales, y no solo eso, sanciona disciplinariamente cualquier avance por parte de 
los empleados de una empresa, hacia la materialización de delitos. 
 Supone este aspecto gran importancia, porque aporta elementos de trabajo al derecho 
penal, toda vez que  
“existe una tendencia fuerte tanto en la legislación, como sobre todo, en la 
doctrina, a rechazar el modelo vicarial como forma de explicar la responsabilidad 
de la persona jurídica por el delito cometido por uno de sus empleados. Situados 
en un modelo de imputación a la empresa que descansa en la responsabilidad por 
el hecho propio, en cualquiera de sus variantes, existe acuerdo acerca de que los 
programas de cumplimiento son una pieza clave para decidir sobre la 
responsabilidad. De lege lata, en un buen número de países europeos (Alemania. 
Austria, España, etc.) la responsabilidad propia de la empresa se basa ya en un 
defecto de organización o en la denominada <<culpabilidad por defecto de 
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organización>>. Los programas de cumplimiento constituyen el conjunto de 
medidas que la empresa debe adoptar para contar con una organización virtuosa y 
no ser responsable penalmente o ver rebajada su sanción en el caso en el que 
alguno de sus empleados (administradores, directivos, trabajadores, etc.) realice 
un delito en el desempeño de sus funciones” (Kuhlen, Montiel y Ortiz, 2013, pp. 
30, 31). 
 Ahora bien, un concepto adecuado del Compliance, o de los sistemas de cumplimiento, 
surge del derecho alemán, precursor del derecho penal moderno, “se denominan compliance las 
medidas mediante las cuales empresas pretenden asegurarse de que sean cumplidas las reglas 
vigentes para ellas y su personal, que las infracciones se descubran y que eventualmente se 
sancionen. Entendido así en general, no es nuevo ni especialmente intrigante que exista 
compliance, ni tampoco que se trate con él de Derecho penal, es decir, de evitar la violación d 
normas reforzadas con pena” (Kuhlen, Montiel y Ortiz, 2013, p. 51). 
 Aunado a ello, resulta imperativo exponer un ejemplo del caso alemán para otorgar una 
perspectiva más amplia de los sistemas de cumplimiento, 
“El ejemplo alemán más instructivo en muchos aspectos para la interacción entre 
Derecho penal y compliance es el caso Siemens. Siemens es la empresa 
tecnológica más grande de Alemania. Durante décadas, los directivos de esta 
compañía tradicional mantuvieron cajas negras con las cuales se pagaban, a nivel 
mundial, sobornos por miles de millones a particulares y funcionarios para la 
obtención de encargos de trabajo. Junto con esta forma externa clásica, había una 
forma interna de corrupción. Así pues, la firma financio durante muchos años con 
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montos millonarios la estructura de una <<comunidad de trabajo de miembros 
independientes de la empresa>> (AUB). Los miembros de esta organización de 
empleados eran elegidos en consejos empresariales de la firma, donde cooperaban 
de modo particularmente armónico con la dirección de la compañía. Al mismo 
tiempo, existían otras prácticas comerciales ilegales: por ejemplo la violación de 
normas de la competencia a través de la constitución de cárteles. En razón de una 
infracción tal a la competencia, la Comisión Europea impuso a Siemens en 2007 
una multa de casi 420 millones de euros” (Kuhlen, Montiel y Ortiz, 2013, p. 52). 
2.2 El deber de vigilancia  
Se ha venido afirmando, a lo largo de este proyecto que la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas, tiene como sujetos activos de la acción a los directivos y administradores por las 
actividades cometidas, esto tiene un sustento denominado deber de vigilancia, “en España tanto 
la doctrina como la jurisprudencia suelen partir de que los superiores jerárquicos tienen deberes 
de garante sobre la conducta de sus subordinados. Ello vale para cualesquiera organizaciones 
pero, de modo particular, para la empresa. Así, se considera que los superiores jerárquicos de la 
estructura empresarial (por ejemplo, el administrador o los integrantes del consejo de 
administración de una sociedad mercantil) se encuentran en una posición de garantía, que integra 
un deber de vigilancia.” (Kuhlen, Montiel y Ortiz, 2013, p. 79). 
 No obstante, las consecuencias de la trasgresión al deber de vigilancia no es por sí misma 
una que conlleve a la punibilidad. “La posibilidad de imponer una sanción penal al vigilante 
requiere, por tanto, que a dicha infracción – y en relación de imputación objetiva con ella – le 
siga al menos el inicio de la ejecución de un delito (en el caso de que dicho delito sea doloso) o 
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la propia consumación de un delito (en el caso de que dicho delito sea imprudente) por parte del 
tercero vigilado. Esto significa que la sanción de la infracción de deberes de vigilancia está sujeta 
a alguna clase de accesoriedad.” (Kuhlen, Montiel y Ortiz, 2013, p. 90). 
Entonces, implica sanción al vigilante, de acuerdo a lo expresado “las infracciones imprudentes 
del deber de vigilancia solo implican una sanción penal para el vigilante si el delito cometido por 
el vigilado contiene una modalidad típica imprudente. No obstante, cometido un delito por el 
vigilado, la infracción imprudente del deber de vigilancia por parte de su superior jerárquico 
puede tener en general tras consecuencias en particular, en el Derecho español podría constituir 
un elemento determinante de la sanción de la persona jurídica en la que el hecho tiene lugar.” 
(Kuhlen, Montiel y Ortiz, 2013, p. 90). 
También, se le atribuyen limitaciones al deber de vigilancia y estas “se hallan, como en general 
en cualesquiera otros deberes, en la concurrencia de deberes de signo contrario y la aparición de 
la consiguiente estructura de colisión de deberes. En particular, vienen en consideración en este 
punto los deberes de respeto de la intimidad de los subordinados” (Kuhlen, Montiel y Ortiz, 
2013, p. 93). 
2.3 Papel auto investigativo de la empresa 
Es importante abarcar en este capítulo, el papel que juegan las propias empresas no solo al 
aplicar el Compliance o medidas de seguridad para evitar la corrupción dentro de sus 
organizaciones, sino también la labor investigativa que se presenta al interior de las mismas para 
facilitar el papel acusatorio que representan las entidades del Estado. 
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 En este sentido cabe resaltar lo expresado por el doctor Juan Pablo Montiel, dentro del 
libro Compliance y Teoría del Derecho Penal,  
“(…) el notable auge que en la discusión jurídico – penal actual están teniendo los 
programas de criminal compliance es sin duda consecuencia de las medidas 
adoptadas por los gobiernos de Estados Unidos y de algunos miembros de la 
Unión Europea a partir de los escándalos derivados de los casos Word – Com, 
Parmalat, Enron, Merck & Company, Riggs Bank y Siemens AG, entre otros. En 
este marco, las investigaciones internaciones son miradas con gran interés por los 
agentes del Estado y por las propias empresas. Respecto al Estado, las internal 
investigations ayudan a esclarecer conductas empresariales sospechosas, mientras 
que la implementación de estas pesquisas y la colaboración con los órganos 
judiciales (autorreporte, elaboración de compliance programs o reconocimiento de 
responsabilidad, investigaciones, etc.) pueden mermar significativamente la 
sanción impuesta a la empresa y recomponer su imagen. ”(Kuhlen, Montiel y 
Ortiz, 2013, p. 221.) 
Se presenta como una teoría atractiva a la ya planteada dentro del sistema del compliance, que 
fomenta a la investigación interna de las empresas, para que de esta manera sus funcionarios sean 
conscientes de las medidas sancionatorias que acarrearía la comisión de conductas delictivas, y 
no solo eso ayudaría a que aun así se cometiesen dichas conductas dentro de las entidades, las 




No obstante, “un buen compliance management no solo depende de la existencia de 
autorregulaciones específicas que establezcan detalladamente los diversos aspectos de las 
internal investigations. Sin embargo, la buena calidad de la gestión en materia de compliance 
también depende del contenido de las normas que rifen las investigaciones, dado que una 
regulación deficiente en lo material puede tirar por la borda los esfuerzos hechos al elaborar las 
autorregulaciones. Por esta razón, resulta sumamente importante prestar atención al contenido 
que se les da a estas regulaciones empresariales” (Kuhlen, Montiel y Ortiz, 2013, p. 226) 
Cabe recordar pues, que el derecho penal es la última ratio, y con dicho presupuesto sobre la 
mesa, las empresas deben crear programas de cumplimiento efectivos y eficaces para la 
investigación de las conductas que puedan cometer sus empleados, es por ello que aquello que 
plasmen constituya una barrera y un camino, una barrera que evite que la persona pueda actuar 
más allá de lo que le corresponde y un camino, toda vez que depende de que tan efectivas sean 
las investigaciones realizadas, se lograran tomar medidas al respecto para llegar a sanciones inter 
disciplinarias. 
2.4 Necesidad de implementación. 
Todo lo expuesto en este trabajo investigativo, la descripción que se ha realizado del fenómeno 
de la responsabilidad penal de las personas jurídicas en el marco de la comisión de delitos 
empresariales y la creación de programas de cumplimiento, cumplen con el criterio de necesidad 
para su implementación en el ámbito jurídico colombiano. 
 Si bien es cierto, existen sanciones administrativas por la comisión de delitos de carácter 
transnacional, un elemento fundamental de dicha disposición jurídica establece que la comisión 
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deberá ser realizada por servidores públicos, además, a juicio de este investigador resulta 
limitada y fuera del contexto que se trata de analizar aquí.  
 No se puede obviar, que como ya se dijo en la introducción este país se encuentra en 
constante de desarrollo y posee materias primas que resultan atractivas para la inversión 
extranjera, es algo nuevo y abrumador para una sociedad desacostumbrada a la gran industria. 
 Sin embargo, dichas transnacionales se están convirtiendo en grandes precursores de la 
corrupción, no solo aquella que involucra agentes del Estado, sino también a sus propios 
funcionarios, pues estos realizan maniobras fraudulentas para obtener provecho para sus filiales 
en nuestro país. 
 Dichas conductas, se han visto reflejadas en la realidad nacional, y en las grandes 
empresas de origen colombiano que tratan de expandir sus oportunidades de apertura económica, 
están comenzando a cometer delitos para poder posicionarse a nivel internacional. 
 Aunado a ello, resulta aún más fácil para las mismas cometer los delitos en un Estado que 
no tiene una normativa establecida para sancionar dichas conductas, y lo único que realiza son 
investigaciones a sus funcionarios, dejando por fuera la responsabilidad penal que la persona 
jurídica podría tener. 
 Es así, como se muestra como una necesidad la creación de un sistema penal que 
responsabilice a las personas jurídicas, y además, que les imponga la creación de programas de 
cumplimiento, necesarios para evitar la corrupción interna y para sancionar de forma preventiva 





CORROBORACIÓN DE LA HIPÓTESIS DE LA INVESTIGACIÓN 
A través de este trabajo investigativo, se han vislumbrado diferentes sistemas de responsabilidad 
penal de las personas jurídicas, establecido por los Estados con diferentes finalidades y se ha 
demostrado su necesidad dentro del marco jurídico colombiano. Ahora bien, lo pertinente será 
realizar una triangulación metodológica de la investigación, con la inclusión de la respuesta a la 
pregunta de investigación, el marco legal vigente esto, con la finalidad de analizarlos en conjunto 
para dar solución al problema jurídico que se investigó. 
V1: La respuesta a la pregunta de investigación.  
V2: El marco legal vigente. 
V3: Solución al problema de investigación. 
Valor No. 1: ¿Es necesario implantar un modelo de responsabilidad penal de personas 
jurídicas, dentro del actual sistema penal acusatorio, y de ser así resultaría efectiva la 
reglamentación del Compliance en Colombia como medida preventiva para la comisión de los 
mismos? 
A lo largo de este proyecto de investigación, se ha planteado claramente como una necesidad la 
implantación de un modelo de responsabilidad penal de las personas jurídicas, no se espera que 




 Al entender que en Colombia, la corrupción transnacional ha trascendido los límites de la 
normativa vigente en el tema, toda vez que no solo se están cometiendo ilícitos por parte de los 
funcionarios públicos, sino que las personas jurídicas usan tácticas fraudulentas para conseguir 
sus objetivos. 
 Es así pues, como resulta evidente que la necesidad de la implantación del sistema que se 
ha descrito y analizado en este proyecto es algo que beneficiaría a largo plazo a la sociedad 
colombiana, permitiría además fortalecer la política criminal de estado, mostrándole al público 
que el Estado si toma acciones frente a los casos de corrupción tan concurrentes en el país. 
 El tema de los programas de cumplimiento, como sistema novedoso permitirá a las 
empresas y al Estado agilizar la labor investigativa y sancionatoria, no solo poniendo a tono al 
país con otros que ya manejan dicho sistema, sino que aportaría la misma empresa elementos de 
juicio necesarios para que el ente acusador realice su tarea de forma adecuada. 
 La principal problemática que afronta el país, a juicio de este investigador, es el 
populismo legislativo desarrollado en las últimas décadas, es por ello que se analiza y se obtiene 
como respuesta la implementación progresiva de políticas, que guíen a las personas jurídicas en 
la auto investigación y sanción de sus funcionarios. 
 Una vez trasgredidas dichas barreras impuestas por las empresas, entraría a realizar 
labores el ente investigador y acusador, como último recurso y en este escenario agregando tipos 
penales al Código Penal (Ley 599 del 2000), para que protegieran bienes jurídicos pre 
establecidos por el legislador.  
V2: El marco legal vigente 
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Hay gran deficiencia en el marco legal vigente para el tema, sin embargo esto no significa una 
total ausencia de preceptos normativos que sirvan de base para la posterior implementación de un 
sistema de responsabilidad penal de las personas jurídicas, si bien no versan dichas disposiciones 
sobre los sujetos que se pretenden analizar dentro de este proyecto, es correcto enunciarlas, en la 
siguiente manera:  
DESCRIPCIÓN  LEY  
“se dictan normas sobre la responsabilidad de las personas 
jurídicas por actos de corrupción transnacional y se dictan otras 
disposiciones en materia de la lucha contra la corrupción”  
Ley 1778 del 2016 
“por medio de la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los 
mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de 
corrupción y la efectividad del control de la gestión pública,”  
Ley 1474 del 2011 
 
 Dicha normatividad, se desenvuelve en el ámbito administrativo, toda vez que si bien 
desarrollan temas de responsabilidad de las personas jurídicas, contemplan sanciones únicamente 
para funcionarios públicos, el concepto de persona jurídica que se maneja dentro de dichos 
preceptos normativos se circunscribe a sanciones de tipo pecuniario. 
 No obstante, no se puede negar que al ser un ente abstracto no se puede esperar que se 
establezcan sanciones de tipo privativo para las personas jurídicas, existen regulaciones que se 
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pueden implantar para reprochar las conductas cometidas por las personas jurídicas, tales como 
sanciones pecuniarias, sanciones de tipo restrictivo del ámbito de negociación nacional o 
internacional, limitaciones en las actuaciones que pueden realizar.  
V3: Solución al problema de investigación 
Otorgar verdaderas herramientas al ente investigador e incluso a las grandes empresas para la 
persecución de los ilícitos cometidos o por cometer dentro de las personas jurídicas, debe 
constituir una responsabilidad del Estado. 
 Los casos que se han analizado dentro del proyecto, no solo denotan eficacia dentro de la 
implementación de un marco jurídico que tenga en cuenta a las personas jurídicas, sino también 
seguridad jurídica dentro del Estado. 
 Y es que, no puede un Estado moderno pretender que las personas jurídicas no hacen 
parte del esquema de culpabilidad del sistema penal, la evolución de la teoría jurídica del 
derecho penal, permite incluirlos dentro de tipos penales que pueden ser sancionados por las 
autoridades judiciales perfectamente. 
 Si bien, se quiere resaltar el fin de esta investigación no es proponer soluciones, sino dar 
preceptos que se han presentado en otros países y que han sido exitosos, así como analizar 
figuras relevantes para la actualidad colombiana. 
 Constituiría una correcta solución al problema de investigación, el denotar la importancia 
más que de la misma responsabilidad de las personas jurídicas, el de la aplicación e 
implementación del compliance o programas de cumplimiento, como medida coactiva y auto 
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impositiva dentro de las empresas, que permita la generación de auto investigaciones y sanciones 
sin trascendencia al marco jurídico penal, que debe y debería ser el último recurso. 
RESULTADO DE LA INVESTIGACIÓN: 
1. Si bien existe regulación del tema en normas vigentes, las mismas son limitadas y no 
abarcan el problema que de verdad se busca resolver con la realización de este trabajo de 
investigación lo que ratifica la dimensión de necesidad propuesta. 
2. Existe un vacío jurídico, que aunque se está tratando de cubrir con doctrina y con posibles 
teorías respecto a la responsabilidad penal de las personas jurídicas, resulta insuficiente 
para la actualidad colombiana. 
3. La responsabilidad penal de las personas jurídicas, si bien es un tema novedoso, no es 
descabellado ni tampoco ajeno a los hechos que se presentan en el marco jurídico 
colombiano, es un tema que lleva décadas siendo implementado por países europeos en 
gran parte. 
4. El compliance o los programas de cumplimiento, se presentan como una forma de 
combatir la corrupción de forma en la que la propia empresa sea aquella que proponga 








 Si bien a lo largo de la investigación, se mostró que Colombia contaba con métodos para acusar 
a funcionarios que cometieran conductas ilícitas, atentatorias de la seguridad jurídica del Estado, 
se obvio el papel de las empresas dentro de estas organizaciones criminales. 
 La responsabilidad penal de las personas jurídicas, es indispensable para luchar contra la 
corrupción transnacional, problema que está aquejando a la sociedad económica colombiana y 
que debe ser tenida en cuenta dentro de los presupuestos penales y de la misma manera 
investigada y acusada en debida forma. 
 No obstante, se reconoce la novedad del tema en la región latinoamericana, pero debe 
tenerse en cuenta además su amplio trayecto como tema de interés en sistemas jurídicos, como el 
alemán y el estadounidense, demostrando resultados que son significativos para el análisis de 
este proyecto. 
 Cabe aclarar, en la parte conclusiva, que lo central de esta investigación, es realizar un 
análisis meramente descriptivo de la figura, para determinar la necesidad o no de la misma, se 
puede determinar con plena seguridad, que lo es tanto para tratar con los problemas de 
corrupción actuales, como aquellos que se presenten a futuro. 
En este sentido, es donde entra a jugar un papel importante el compliance o los programas de 
cumplimiento, ya que estos blindan a las compañías para la comisión de dichos delitos por parte 
de sus funcionarios, y además como ya se ha determinado, en caso de cometerse rebajar la 




 No puede desligarse pues, la responsabilidad penal de las personas jurídicas, del 
compliance, como algunos así lo quisieran ver, toda vez que se necesita el poder coactivo del 
ente investigador y del Estado para sancionar aquellas actuaciones que desbordan los límites 
impuestos por los programas de cumplimientos; y estos últimos se hacen necesarios pues son 
mecanismos para la auto investigación y sanción de la forma que tenga conveniente cada 
empresa.  
 Es importante recordar, que con la implementación de programas de cumplimiento se 
estaría ayudando a la economía procesal, principio rector de todo el derecho procesal y 
fundamental para el derecho procesal penal, porque si bien fue diseñado el mismo para hacerse 
de forma oral y con celeridad para las partes, el que se adelante la labor investigativa por parte de 
las empresas, constituiría un avance de grandes rasgos para la acusación de la persona jurídica. 
 Esto demostraría además, un verdadero poder coactivo del Estado frente a las grandes 
empresas que en muchas oportunidades hacen caso omiso a la normativa planteada para la 
correcta regulación del ejercicio competitivo empresarial. 
 Aunado a ello, si quisiese darse una propuesta final dentro del proyecto en cuestión, se 
consideraría que la propuesta más viable seria proponer la implementación en principio del 
compliance o programas de cumplimiento, como recurso obligatorio para todas las empresas. 
 Ya que, de esta manera se estaría evitando el populismo legislativo, y se estaría 
incentivando a las empresas a auto regularse, a establecer sanciones para sus funcionarios y 
además a realizar labores investigativas que permitan que las mimas mejoren sus prácticas 
comerciales en aras de evitar la corrupción transnacional. 
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 Es una propuesta ambiciosa, basada en el historial legislativo de la nación, y en el 
entendido que ninguna medida sin coactividad ha resultado del todo efectiva, para combatir un 
fenómeno como lo es la corrupción, sin embargo, no todo lo planteado puede constituir una ley, 
la solución para combatir la comisión de ilícitos no siempre tiene que constituir una sanción 
penal, pero tampoco se apoya la mera sanción administrativa y más delimitada de forma tan 
precaria. 
 Finalmente, se precisa necesario en Colombia abordar el tema de la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas, si bien no legislando al respecto, pero si estableciendo directrices que 
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